El deiito de difamacion en el Codigo Penal

Maniobras del Poder contra la
informacion

JUSTINO SINOVA

l Ina de las consecuencias de las eleccio-
nes del 6 de junio serd la renuncia del
Gobierno a incluir en el Cédigo Penal,

paladina o encubiertamente, un llamado deli-

to de difamaci6n. Renuncia no voluntaria,
por supuesto. El Grupo

Socialista se habia quedado

solo en la Legislatura ante-

rior, con su mayoria suficien-
te y la abstencién del peque-
fio Grupo parlamentario

Vasco, en su defensa numan-

tina de una agresion innece-

saria al derecho a la infor-
macion de los ciudadanos.

Ahora, con una mayoria

relativa y el compromiso

publico de todos los demds

«No se trata de discutir
si hay que penar la injuria
y la calumnia, como gusta
de decir Gonzdlez, sino
si hay que limitar la
circulacion de
informaciones y opiniones.»

Grupos de oponerse a este intento controla-
dor, al PSOE no le queda méas remedio que
dar marcha atrés y retirarse discretamente en-
tre las bambalinas del Congreso.

En visperas de las elecciones, era doctrina
oficial felipista que habia
que dar un golpe encima de
la mesa para reducir la
agresividad de 1a Prensa. El
propio Felipe Gonzalez
declaraba que estaba dis-
puesto a mantener la figura
juridica en el Cédigo Penal
contra viento y marea, con-
tra el dictamen de todos los
juristas consultados, contra
toda oposicién. Argumen-
taba que hay que castigar



las extralimitaciones de la
Prensa, razén que nadie, en
su sano juicio, puede reba-
tir. Quien infringe la ley
merece una sancién, si,
sefior Gonzélez. Pero el

«Fue una reaccion del
Gobierno al aluvién de
noticias y comentarios sobre
la corrupcién, un modo de
enfrentarse a una accién

difamacién, el «imputar
maliciosamente a otro
hechos que racionalmente
puedan atentar contra su
intimidad o perjudicar su
fama, imagen, dignidad u

nicleo de la discusién no es informativa que ocasioné ung honorabilidad». Todas las

ése sino si la ley es justa y
necesaria; m4s exactamen-
te, si el delito de difamacién
no €s una agresién que
impide el ejercicio de la
libertad de expresi6n v, en
consecuencia, el disfrute del
derecho a la informacién. En otras palabras:
no se trata de discutir si hay que penar la
injuria y la calumnia, como gusta de decir
Gonzélez, sino si hay que limitar la circula-
cién de informaciones y opiniones.

se es el fondo del asunto y, asi entendi-
Edo el problema, el delito de difama-

cién queda muy malparado. Porque a
la vista de todos los que lo miren con sereni-
dad se presenta como un intento del poder
politico para controlar la informacién, en un
clima de aversién oficial a los periodistas, a
quienes se quiere dar una leccién y sujetar-
los. El proyecto de tipificar un delito de difa-
macién tuvo una gestacién larga, originada
en el propésito tantas veces anunciado de
promulgar una ley del libelo, y se concreté
en medio de unas circunstancias politicas
que dieron a la maniobra todo su sentido.
Fue una reaccién del Gobierno al aluvién de
noticias y comentarios sobre la corrupcion,
un modo de enfrentarse a una accién infor-
mativa que ocasion6 una grave erosién poli-
tica en el partido del poder. A veces ocurren
cosas asi. En vez de hacer frente a la corrup-
cién, de admitir honestamente los errores, de
intentar una purificacién piiblica y de poner
remedio a los abusos, el partido gobernante
pretendi €l control de periodistas.
En esencia, el ardid consistia en incorporar
al proyecto de reforma del Cédigo Penal un
articulo 205 en el que se castigaba, como

grave erosion politica en el
partido del poder. »

entidades consultadas, des-
de el Consejo General del
Poder Judicial a las organi-
zaciones internacionales de
Prensa pasando por los par-
tidos de oposicién, rechaza-
ron este nuevo tipo penal
como una figura muy peligrosa para el tra-
bajo de los periodistas y la libertad de
expresion. La lista de las criticas que el pro-
yecto recibié, desde el punto de vista de la
técnica juridica y desde el punto de vista
politico, es interminable. Como apostillaba
de manera expresiva el catedratico de Dere-
cho Penal Enrique Gimbernat, con ese tipo
penal de la difamacién «pasarfan a consti-
tuir delito referencias no deshonrosas, pero
perjudiciales para la imagen de, por ejem-
plo, un personaje piblico, como la de infor-
mar en un reportaje que el politico lleva
peluquin, que se ha sometido a una opera-
cién de ‘lifting’ o que tiene una pierna artifi-
ciab> («Contra el delito de difamacién», en
«El Mundo» 16 de abril de 1992).

e modo mds concreto, el delito de
D difamacién concebido por el Gobier-

no Gonzdlez durante la tercera
Legislatura felipista suponia una amenaza en
ese periodismo valiente que ha descubierto
en Espaiia extensas tramas de corrupcién
politica. No cabe duda de que todas las
mformaciones sobre el «caso Guerra» podri-
an haber sido reputadas como difamacién ya
que la descripcion informativa de los hechos
podria «atentar» contra la intimidad de Juan
Guerra o «perjudicar su fama, imagen, digni-
dad u honorabilidad». Juan Guerra, que
podria haber argumentado entonces no ser
un personaje piiblico sometido como los



politicos a la informacién y a la critica,
podria haber parado con el C6digo Penal en
la mano las noticias sobre sus actividades en
un despacho de la Delegacién del Gobierno
de Sevilla. Y no habria habido «caso Gue-
rra» ni, posiblemente, habrian aflorado lue-
g0 otros escandalos de corrupcién.

I intento del Gobierno, protagonizado

por su ministro de Justicia. Tomas de

la Quadra, era tan grave que consiguié
lo que nadie habia logrado hasta entonces: un
movimiento de solidaridad y protesta de los
informadores, que olvidaron sus diferencias
para unirse frente a la amenaza politica. Doce
periodistas crearon la Plataforma para el
Derecho a la Informacién de los Ciudadanos
y un manifiesto suyo en que se advertia de los
graves riesgos que implicaba la reforma del
Cédigo Penal fue suscrito por mas de 4.000
profesionales de la informacién de toda Espa-
fia. En ese manifiesto se hacia una descrip-
cién detallada del propésito gubernamental:
«Estas modificaciones —decia~ son radical-
mente contrarias al espiritu y la letra de
nuestra Constitucién y a la jurisprudencia
del Tribunal Constitucional: la introduccién
del nuevo delito de difamacién, la especifi-
caciéon de que se puede cometer delito de
injurias aunque los
hechos denunciados sean
ciertos, la ampliacién de
la tipificacién de la
calumnia, la atribucién a
los jueces de competen-
cias para decidir sobre si
una informacién ha sido
‘comprobada debidamen-
te’ o redactada con un
propdsito ‘malicioso’, el
establecimiento de cuan-
tiosas multas contra los
periodistas y sus empre-
sas, el endurecimiento del
mecanismo que- establece
la responsabilidad en cas-
cada del director aun tra-

«El intento del Gobierno,
protagonizado por su
ministro de Justicia, Tomds
de la Quadra, era tan grave
que consiguio lo que nadie
habta logrado hasta entonces:
un movimiento de
solidaridad y protesta de los
informadores, que olvidaron
sus diferencias para unirse
frente a la amenaza politica.»

tindose de articulos firmados y la increible
introduccién de la pena de inhabilitacién
para el ejercicio del periodismon».

Por ello, el manifiesto advertia que en el
caso de que se promulgaran «estas propues-
tas coactivas, resultaria imposible continuar
cumpliendo como hasta ahora con la fun-
cion social de proporcionar libremente
informacién a los ciudadanos».

El Gobierno rectificé tras estos reproches,
pero s6lo a medias. Eliminé el delito de
difamacién del proyecto de reforma del
Cédigo Penal, pero con parte de su conteni-
do reforzé el delito de injurias. Realizé una
tipificacién encubierta de su concepto de
difamacion para mantener oculto parte de
lo que rectificaba en piiblico. Este empefio
lo mantuvo contra viento y marea, y el texto
llegd a ser aprobado en Comisién del Con-
greso de los Diputados con el voto contrario
de la oposicion de izquierda y de derecha,
con la sola excepcién del Grupo Vasco,
cogobernante con el PSOE en Euskadi.

uiso la suerte, no obstante, que Gon-

zélez tuviera que disolver las Cortes

y convocar elecciones anticipada-
mente. agobiado por la crisis de su partido,
con lo que la tramitacién de la reforma del
Cadigo Penal junto con la de
una treintena de proyectos de
ley qued6 suspendida. Ahora,
tras la formacién del nuevo
Gobierno, Gonzalez renun-
ciard a enviar otra vez el deli-
to de difamacién al Parla-
mento. Ya no tiene una
mayoria suficiente y el apoyo
del Partido Nacionalista Vas-
co no le garantiza el éxito en
este propoésito. La anticipa-
cién de las elecciones ha veni-
do a proteger en Espaia la
libertad de expresion.
Curiosamente, la preocupa-
cién social se centré en la
amenaza del delito de difa-



macién, mientras otra per-
turbadora intencién del
Gobierno pasé inadvertida:
el proyecto de reforma del
Cédigo Penal eliminaba un
articulo vigente, el 165 bis,
que castiga con pena de
arresto mayor y multa de
100.000 a 1.000.000 de pese-
tas a quienes «impidieren u
obstaculizaren el legitimo
ejercicio de la libertad de
expresién y de difusién
informativa». Sélo alguna voz aislada lo
denunci6, pero el intento era tan amenaza-
dor para la libertad de expresion y para el
derecho a la informacién como Jos excesos
contenidos en el delito de difamacién. Con
la supresién de este articulo se eliminaban
garantias del ejercicio de la informacién que
protegen el derecho de los ciudadanos. Otro
articulo que sanciona al funcionario que
censure o secuestre un medio de comunica-

«El Gobierno rectificé tras
estos reproches, pero sélo a
medias. Eliminé el delito de
difamacion del proyecto de
reforma del Cédigo Penal,
pero con parte de su
contenido reforzé el delito de
injurias. »

cién si se mantenia con
matices en el proyecto pero
no se contemplaban en &1
todas las posibilidades de]
control politico de la in-
formacion.

I Poder trataba hace

unos meses no sélo de

impedir unas informa-
ciones sino también, con sigi-
lo y picardia, de eludir algu-
nas obligaciones que le
impone la defensa de Ia libre informacién.
Trabajaba en beneficio propio, pero no cabe
duda de que, en este caso, también lo hacia en
perjuicio de la sociedad. Afortunadamente, las
circunstancias politicas han venido a poner
remedio a una amenaza que no pudieron con-
jurar ni siquiera todas las voces autorizadas
que se levantaron frente a él. Ahora, le sers
imposible reactivar la amenaza. Eso que
hemos salido ganando con las elecciones.





